Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala E

Inspección General de Justicia c. M.G.H. S.A. s/ organismos externos • 10/06/2014 

2ª Instancia.- Buenos Aires, junio de 2014.

Vistos:

1. MGH S.A., los directores M. e I. G. y la síndica P. N. R. apelaron contra la resolución de fs. 54/59 del Inspector General a cargo de la Inspección General de Justicia, que declaró irregular e ineficaz a los efectos administrativos la Asamblea General Ordinaria de Accionistas celebrada por MGH S.A. el 30/06/2008 y aplicó una sanción de multa de $6.000 a cada uno de los directores titulares y a la síndico.

El recurso está fundado en la pieza de fs. 62/64. La Inspección General de Justicia respondió el traslado respectivo en fs. 87/93.

La señora Representante del Ministerio Público ante esta Cámara consideró que no debía expedirse (fs. 150).

2. a) La Inspección General de Justicia fundó las decisiones adoptadas en el hecho de que los directores, en su calidad de accionistas, votaron en el punto 4° del Orden del Día de la Asamblea del 30/06/2008 en el que se consideraba su gestión.

Ello en infracción al art. 241 de la ley 19.550 -que consideró de orden público- y pese a que las veedoras que estaban presentes por pedido de otro de los accionistas, advirtiera a los asistentes acerca del contenido y efectos de la norma legal, que además, aquéllos declararon conocer.

Destacó que, de haberse cumplido con la misma, la gestión del Directorio no hubiera resultado aprobada.

Señaló también que en el acto estaba presente la síndico social, quien nada dijo al momento de suscitarse la cuestión, lo que comportó un claro incumplimiento de los deberes impuestos por el art. 294 de la ley 19.550.

Finalmente, destacó que la conducta observada por los directores en la mencionada asamblea es reiteratoria de la asumida en la asamblea celebrada con fecha 23/08/07.

b) Los apelantes refieren, en primer término, que una norma imperativa no es indefectiblemente de orden público.

Esgrimen que si bien el art. 241 de la ley societaria importa para los sujetos allí mencionados una incapacidad de derecho, no por ello debe concluirse que la eventual nulidad por violación a tal preceptiva es absoluta y de orden público, en tanto la norma sólo contempla el interés encontrado que puede existir entre el director y la sociedad.

Hacen alusión a los inconvenientes que traía la originaria redacción del artículo en cuestión en las sociedades anónimas cerradas de pocos integrantes, y alega que dichos problemas se mantienen con relación a las decisiones vinculadas a la aprobación de la gestión de los directores o a su responsabilidad o remoción con causa luego de la reforma introducida por la ley 22.903.

Recuerdan que MGH S.A. es una sociedad familiar, compuesta por 3 socios, dos de los cuales son directores y en la que uno de los hermanos está violentamente enfrentado con los restantes. Por tal motivo, esgrimen, M. G. asumió la responsabilidad por la aprobación de la gestión “en defensa de los intereses de la empresa y los derechos de la mayoría”, aludiendo a los conflictos societarios que se han judicializado.

Sostienen que la mera invocación del orden público para adoptar las decisiones apeladas aparece, en relación a la declaración de ineficacia administrativa, como una actitud convalidatoria del ejercicio abusivo de los derechos desplegados por la minoría.

Respecto de la multa aplicada, alegan que se ha priorizado con excesivo rigor formal lo establecido por el art. 241 de la LSC y no se han tenido en cuenta las circunstancias particulares del caso.

c) En primer lugar, cabe recordar que, en virtud de lo dispuesto por el art. 6 inc. f) de la ley 22.315, la Inspección General de Justicia tiene la facultad de declarar irregulares e ineficaces a los efectos administrativos los actos sometidos a su fiscalización, cuando sean contrarios a la ley, al estatuto o a los reglamentos, potestad ésta que, además, le ha sido expresamente reconocida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos: 307:198).

Sentado ello, se destaca que la decisión de la asamblea requiere para su validez el cumplimiento de determinados requisitos formales y sustanciales; lo último apunta a la legitimación de los socios presentes, para hacer uso del derecho al voto.

La inhabilidad para votar se sustenta en que el voto debe ser emitido en interés de la sociedad, no para satisfacer un interés personal del socio que esté en pugna con aquél.

Así, el director que vota aprobando su propia gestión contra toda regla de ética y buena fe, se convierte en juez de su propia conducta. Actúa en interés propio y no de la sociedad, condición esencial para la validez del voto, en virtud del principio establecido en el art. 248 de la ley 19.550 (cfr. esta Sala; “Inspección General de Justicia c. MGH S.A.” del 11/09/2009; Sala B, “Bado, Roberto F. c. Barraca Luna S.R.L.” y “Bado Roberto F. c. Pereira Gustavo C. y otros s/ ordinario”, del 02/11/1992).

Ha mediado en el caso una clara y conciente violación del art. 241 de la ley societaria que habilitó a la Inspección General de Justicia al dictado de la resolución apelada, que luce así suficientemente motivada.

Ninguna entidad tiene el análisis relativo a si la norma desconocida es o no de orden público y a si la decisión adoptada en contravención a la misma es anulable o nula, de nulidad absoluta o relativa, porque la resolución ha sido instada por un socio que ha esgrimido que lo decidido en la asamblea le ha causado un perjuicio.

Y, además, porque, concretamente, los intereses personales han sido priorizados, existe un accionista minoritario que votó en sentido diverso y, fundamentalmente, porque con el voto de quienes estaban impedidos de hacerlo, se ha pretendido formar la mayoría constitutiva de la voluntad social.

No se da el caso de que todos los socios sean, a su vez, directores, hipótesis en la cual, la estricta aplicación de la norma impediría adoptar toda decisión vinculada con la gestión de los administradores. Existe en el caso de MGH S.A. un socio minoritario que no integra el directorio y que estaba plenamente habilitado para votar.

Los conflictos internos que puedan existir en el seno de la sociedad no pueden erigirse en excusas valederas para justificar el incumplimiento de la ley.

Finalmente, teniendo en cuenta la entidad de la falta cometida por los directores y la síndica, advertidos en el acto mismo de la asamblea por las inspectoras de la Inspección General de Justicia, y el hecho de que la conducta observada es reiteratoria de la asumida en la asamblea celebrada con fecha 23/08/2007, la graduación de las sanciones aplicadas se aprecia razonable y proporcionada.

3. Por lo expuesto, se resuelve: desestimar la pretensión recursiva y confirmar la resolución apelada, con costas a los recurrentes vencidos (Cpr. 69).

4. En orden a la regulación de honorarios, cabe considerar que no existe monto del proceso en los términos del inc. a) del art. 6 de la ley 21.839 -t.o. ley 24.432-, dado que la pretensión recursiva -al menos en lo que concierne a la declaración de ineficacia- no tiene un contenido patrimonial directamente ponderable.

Han de utilizarse, pues, las pautas de los incs. b) a f) del artículo citado, en lo pertinente, ponderándose conforme a las mismas las actuaciones vinculadas al recurso.

En los términos que anteceden, se fijan en pesos ... ($ ...) los honorarios del apoderado de la Inspección General de Justicia, doctor M. A. D. S.; en pesos ... ($ ...) los de su letrada patrocinante, doctora J. S.; y en pesos ... ($ ...) los de la letrada apoderada y patrocinante de los recurrentes, doctora B. F. F. C. Fíjase en tres días el plazo para el pago (ley 21.839, t.o. ley 24.432:art. 49). — Miguel F. Bargalló. — Ángel O. Sala.
